PROYECTO DE LEY No. _____DE 2006 

“Por la cual se modifica parcialmente la Ley 136 de 1994”

EL CONGRESO DE COLOMBIA,

DECRETA:

ARTÍCULO 1: El Artículo 119 de la Ley 136 de 1994 quedará así:

ARTÍCULO 119. JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES. En cada una de las comunas o corregimientos habrá una junta administradora local, integrada por no menos de cinco (5) ni más de nueve (9) miembros, elegidos por votación popular para períodos de cuatro (4) años que deberán coincidir con el período de los concejos municipales.

Parágrafo 1: Honorarios y Seguros. Los Municipios establecerán por iniciativa del Alcalde Municipal, mediante Acuerdo de sus respectivos Concejos, el pago de honorarios a los miembros de las Juntas Administradoras Locales, por su asistencia completa y comprobada a sesiones plenarias, hasta por un treinta por ciento (30%) del salario diario que corresponde al respectivo alcalde, por cada una de las sesiones, sin que en ningún caso puedan pagarse en el año mayor número de las autorizadas para los concejales municipales en el artículo 66 de la presente ley. 

Parágrafo 2. En aquellos Municipios donde funcionen las Juntas Administradoras Locales, la Administración Municipal garantizará la seguridad social en salud de quienes hacen parte de las mismas, a través de la suscripción de una Póliza de Seguros con una compañía reconocida oficialmente. También deberá suscribirles una Póliza de vida en los términos del artículo 68 de esta ley.

El Acuerdo mediante el cual se adopte el pago de honorarios, reglamentará lo atinente al porcentaje de los mismos, y lo relativo a los Seguros de Vida y de Salud. Además, fijará lo concerniente a la certificación y acreditación de la asistencia a sesiones para su pago. 

Lo preceptuado en éste artículo no alterará lo establecido en los regímenes especiales para los distritos.

Parágrafo 3: En el Acuerdo de que trata el parágrafo anterior, se observarán estrictamente los lineamientos establecidos en el artículo 7 de la ley 819 de 2003, determinando los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional generada para el financiamiento de dicho costo.

Parágrafo 4: Cuando concurran faltas absolutas de los miembros de las Juntas Administradoras Locales, quienes ocupen las vacantes tendrán derecho a los beneficios a que se refiere éste artículo, desde el momento de su posesión y hasta que concluya el período respectivo.

Parágrafo transitorio. Durante los próximos diez años siguientes a la expedición de la presente ley, los Concejos Municipales no podrán aumentar por acuerdo, el número de miembros de las Juntas Administradoras Locales existentes. 

ARTÍCULO 2. El artículo 125 de la ley 136 de 1994, tendrá un nuevo inciso del siguiente tenor, quedando este así:

Artículo 125. POSESIÓN. Los miembros de las Juntas Administradoras Locales tomarán posesión ante el Alcalde Municipal respectivo, colectiva o individualmente como requisito previo para el desempeño de sus funciones.

Los miembros de las Juntas Administradoras Locales deberán asistir a seminarios de capacitación en administración pública, en la Escuela Superior de Administración (ESAP) como requisito para poder tomar posesión del cargo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia.

ARTICULO 3: El Artículo 132 de la Ley 136 de 1994 quedará así:

ARTÍCULO 132. REGLAMENTO INTERNO. Las Juntas Administradoras locales expedirán su propio reglamento en el cual se determinen, entre otras, las normas referentes a las sesiones, la actuación de sus miembros, la validez de las convocatorias y de las sesiones, y en general, el régimen de su organización y funcionamiento. Los períodos de sesiones se regirán por lo previsto para los respectivos concejos municipales en el artículo 23 de esta ley.

ARTÍCULO 4: VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente ley rige a partir del próximo período fiscal después de su promulgación, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, en especial el Artículo 23 de la Ley 617 de 2000.

_________________________

GLORIA STELLA DÍAZ ORTÍZ 

Representante a la Cámara

______________________________

ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
  

Senadora de la República

_________________________

MANUEL ANTONIO VIRGÜEZ

Senador de la República

PROYECTO DE LEY No. _____DE 2006 

“Por la cual se modifica parcialmente la Ley 136 de 1994”

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

LAS JUNTAS ADMINISTRADORAS LOCALES.

La Constitución Política de 1991 confió a las Juntas Administradoras Locales, trascendentales funciones para el desarrollo de los Municipios Colombianos. El Artículo 318 de la Carta Política le atribuye funciones concernientes con los planes y programas municipales de desarrollo económico y social y de obras públicas, como también vigilar y controlar la prestación de los servicios municipales en su comuna o corregimiento y las inversiones que se realicen con los recursos públicos, además de lo concerniente a la distribución de las partidas globales que les asigne el presupuesto municipal. La Ley 136 de 1994 en su Artículo 131, desarrolló aún más las funciones consagradas en la Constitución.

El Artículo 119 de la mencionada ley, determina un número mínimo y máximo de miembros: “En cada una de las comunas o corregimientos habrá una junta administradora local, integrada por no menos de cinco (5) ni más de nueve (9) miembros, elegidos por votación popular...”. 

El último aparte del mismo Artículo consagra que: ...“Los miembros de las juntas administradoras locales cumplirán sus funciones ad- honorem”. Es precisamente éste aparte el que ha motivado la presentación del proyecto de ley que busca modificar los Artículos 119, 125 y 132 de la Ley 136 de 1994, para obtener que los comuneros puedan percibir remuneración por su trabajo, en igualdad de condiciones a los demás servidores públicos de elección popular, dando cumplimiento a los siguientes postulados constitucionales:

· Artículo 13 C.N. “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.

· El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas a favor de los grupos discriminados o marginados...”

· Artículo 25 C.N. “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas”.

· Artículo 123 C.N. Atribuye a los miembros de las Juntas Administradoras Locales la calidad de servidores públicos al servicio del Estado y de la comunidad.

La Constitución también consagra en sus Artículos 323 y 324 que en el Distrito Capital funcionen en cada una de sus localidades Juntas Administradoras Locales para un período de cuatro años. Estos están desarrollados en el Decreto 1421 de 1993, conocido como el Estatuto Orgánico de  Santafé Bogotá, Distrito Capital.

La Ley 136 de 1994 consagra lo atinente a modernizar la organización y funcionamiento de los municipios, ley ésta cuyo Título VII (artículos 119 a 140), se preocupa por regular lo concerniente a las Juntas Administradoras Locales, con excepción del Distrito Capital, toda vez que los ediles de la Capital de la República son regidos por el Decreto-Ley 1421 de 1993, cuyo segundo capítulo (artículos 64 a 83) establece el régimen de organización y funcionamiento de las Juntas Administradoras Locales en la Ciudad de Bogotá.

Al comparar lo dispuesto en la Ley 136 de 1994 con lo consagrado en el Decreto-Ley 1421 de  1993, referente al pago de honorarios de los Comuneros, encontramos diferencias. Así, mientras el Artículo 119 de la Ley 136 establece que sus servicios son ad-honorem, el Artículo 72 de Decreto 1421 que rige para los Ediles de la Capital, consagra que tienen derecho al pago de honorarios por la asistencia a las sesiones plenarias y a las de comisiones permanentes.

Siendo esto así, existe un trato diferente, ya que todos los comuneros del país, incluido los del Distrito Capital, desempeñan funciones constitucionalmente asignadas. Sin embargo, en lo referente a su remuneración, el trato  es desigual. 

Igual sucede en otros Distritos como en el de Cartagena, donde por medio del Decreto 743 de 2003 establecieron honorarios para los miembros de las Juntas Administradoras Locales del Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de Indias, según autorización del Acuerdo aprobado por el Concejo Distrital de Cartagena, debido a que la Ley 768 de 2002 “Por la cual se adopta el Régimen Político, Administrativo y Fiscal de los Distritos Portuario e Industrial de Barranquilla, Turístico y Cultural de Cartagena de Indias y Turístico, Cultural e Histórico de Santa Marta”, prevé un régimen especial para los distritos.

El presente proyecto de Ley busca que este trato diferencial desaparezca y que los miembros de las Juntas Administradoras Locales del país puedan recibir honorarios por su trabajo. De ésta manera, consideramos cumplidos los estatutos constitucionales en procura del fortalecimiento del municipio como motor del desarrollo nacional.

Además, encontramos que la Constitución Política reconoce la remuneración para los otros miembros de la demás Corporaciones Públicas de elección popular, como lo son: congresistas, diputados y  concejales (artículos 187, 299 y 312 constitucionales), en su calidad de Servidores Públicos. Esta condición es detentada  también por los comuneros del país.

La realidad nacional nos muestra que las Juntas Administradoras Locales pueden, y deben, tener un protagonismo más evidente que el mostrado hasta ahora. Sus funciones, trascendentales para el desarrollo del municipio colombiano, no pueden abordarse sin la dedicación de un tiempo adecuado para el buen desenvolvimiento de las mismas. Muchos Comuneros expresan su dificultad de asistir a las sesiones de las Juntas Administradoras Locales por la imposibilidad económica de su desplazamiento, por lo tanto, ésta forma de trabajo comunitario debe contar con una remuneración de tipo económico, que les permita adelantar sus funciones de manera exitosa y efectiva en procura del interés de la comunidad. 

Las importantes funciones públicas que la Constitución Política y la Ley le asignan a las Juntas Administradoras Locas, no pueden entenderse como un asunto a tratar en tiempos libres, sin la debida dedicación que ellas requieren. Además, el régimen actual, hace de estás Corporaciones en Instituciones poco eficientes. Y, es que no pueden cumplir sus funciones con los alcances que tienen. En general se trata de personas que elegidas, obtienen una distinción cercana a lo formal, y que cuando asisten a las sesiones, lo hacen luego de salir del trabajo o sus ocupaciones diarias. Salvo que se entendiese que personas con recursos económicos pudiesen ser miembros de las mismas, para dedicarle el tiempo requerido, haría justificable el régimen actual. Lo que vendría a traducirse en una limitación de la posibilidad de que muchos ciudadanos de las Comunas o Corregimientos hicieran parte de ellas, y a restringir el derecho a la participación política.

De otra parte, el hecho de que reciban honorarios, permitiría un mejor control ciudadano del cumplimiento de sus funciones, por cuanto, se les puede exigir mayor responsabilidad.

El Congreso de la República se encuentra en la facultad y libertad que la Constitución y la Ley le atribuyen, para legislar al respecto y posibilitar que los miembros de las Juntas Administradora Locales de los diferentes municipios colombianos, puedan contar con una retribución económica al trabajo realizado.

La Corte Constitucional se ha ocupado del tema al menos en dos sentencias de constitucionalidad (C-005/98 y C-313/02), y ha referido al respecto lo siguiente:

“…3.10. Por otra parte, se observa por la Corte que el artículo 320 de la Constitución Nacional, autoriza al legislador para “establecer categorías de municipios de acuerdo con su población, recursos fiscales, importancia económica y situación geográfica, y señalar distinto régimen para su organización, gobierno y administración”, norma ésta de la cual no ha hecho utilización el Congreso Nacional para disponer que en algunos municipios tengan remuneración los miembros de las Juntas Administradoras Locales habida consideración de su número de habitantes, sus recursos presupuestales y la complejidad de la labor que, entonces, surja para esos entes de elección popular, posibilidad legislativa que queda abierta hacia el futuro, sin que ahora pueda aducirse una inexequibilidad por omisión…” Aparte tomado de la Sentencia C-313 de 2002. Corte Constitucional Colombiana.

El Congreso tiene por lo tanto, la facultad de darle trámite al proyecto de Ley que modifica parcialmente la  Ley 136 de 1994, en sus artículos 119, 125 y 132, para contribuir a la gobernabilidad en los municipios colombianos que han optado por  la división territorial de las comunas.  

SOBRE EL ARTICULADO DEL PROYECTO.

El artículo primero del proyecto se dirige a modificar parcialmente el artículo 119 de la Ley 136 de 1994, en el siguiente aspecto: Establece la posibilidad de que los miembros de las Juntas Administradoras Locales devenguen honorarios por la prestación de sus servicios, proponiendo un tope máximo equivalente al 30% del salario diario del alcalde de su respectivo municipio, así como el pago de Seguros de Salud y de Vida. La introducción de ésta modificación obedece a la necesidad de reconocerle a estos servidores públicos sus esfuerzos en la actividad que desempeñan, y motivarlos para que aporten aún más al desarrollo del Municipio.

Aspectos tales como la complejidad de las ciudades Colombianas, asociados a los fenómenos de crecimiento poblacional de las grandes urbes y a la problemática social y económica que ellas afrontan, se conjugan para obstaculizar la planeación realizada. Es por ello, que se necesita un grupo humano interesado en brindar soluciones, pero también reconocido laboralmente. Basta recordar el ejemplo vivido por los Concejales en el ámbito nacional, cuando ellos no recibían remuneración alguna por su actividad, y su desempeño no era el más adecuado. Simple reunión de notables, que podía atender, con su prestigio, autoridad o buen sentido común, los elementales problemas que se les planteaban. Hoy en día, la complejidad y la variedad de los asuntos públicos municipales requiere personas de dedicación exclusiva, conocedores, con formación técnica y profesional. Tanto así que algunas de esas Corporaciones han optado por normas de calidad como las denominadas ISO. 

Se ha determinado un número máximo de sesiones que anualmente  puedan ser pagadas, adoptando el mismo criterio establecido en la Ley 617 de 2000 para el caso de los concejos municipales.

Se ha dejado abierta la posibilidad para que sean los concejos municipales quienes, por iniciativa del alcalde respectivo, adopten el pago y el monto de los beneficios creados a favor de los miembros de las Juntas Administradoras Locales. Este margen de discrecionalidad obedece al hecho de que se hace necesario establecer previamente la fuente de recursos para la asunción del respectivo costo fiscal, dando estricto cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley 819 de 2003. 

Finalmente, el artículo prevé la ocurrencia de faltas absolutas de los comuneros, para determinar el derecho que asiste a quienes llenen las vacantes para percibir el pago de los beneficios creados mediante la presente ley y se propone congelar el número de los miembros de las Juntas Administradoras Locales actualmente existentes, con el propósito de evitar la clientelización, y el aumento innecesario del número de los actuales miembros de cada junta.

De esta manera en el parágrafo propuesto se limita el alcance de la posibilidad de que una Junta Administradora Local aumente el número de miembros conforme al artículo 119 de ley 136 de 1994, determinando que en adelante, los concejos municipales no podrán variar el número de los integrantes de las JAL actualmente existente en cada una de ellas. Por ejemplo, si una JAL tiene cinco, seis, siete, ocho o nueve miembros, este número no podrá ser variado por la Corporación Administrativa salvo, trascurran los diez años a partir de la vigencia de la presente ley.    

En el segundo artículo del proyecto se incluye una modificación al artículo 125 de la Ley 136 de 1994. La propuesta contiene la organización por parte de la Escuela Superior de Administración Pública ESAP de cursos de capacitación previos para los elegidos como integrantes de la JAL. Esta disposición parte de un pre-juicio, según el cual, sus miembros no disponen de la suficiente formación, por razones de estructura social de las comunas y corregimientos, en los elementos que informan el funcionamiento de la Administración pública. Adicionalmente, la capacitación propuesta, se traducirá en un mejoramiento de la motivación, claridad y fundamento en las decisiones y, como resultado de lo anterior, en el mejoramiento de su eficacia (artículo 209 de la C.P.).

El artículo tercero complementa el artículo 132 de la Ley 136 de 1994, procurando enriquecer lo relativo a los temas que necesariamente deban ser abordados en los reglamentos internos de las JAL, y determinando de manera clara y concreta lo relativo a los períodos de sesiones de dichas corporaciones, tomando como parámetro el mismo utilizado por la ley para los concejos municipales. 

El último artículo del proyecto prevé, que estas disposiciones sólo entrarán en vigencia hasta el próximo período fiscal, buscando con ello manejar un término de transición para que los municipios puedan prever en sus presupuestos lo relativo a este nuevo costo. Además deroga las disposiciones contrarias.

IMPACTO FISCAL DEL PROYECTO DE LEY.

Uno de los temas que más preocupa en la actualidad hace referencia al impacto fiscal de los proyectos de Ley. Este aspecto ha sido considerado en la presentación del mismo atendiendo a los siguientes criterios:

1. El proyecto entrará a surtir sus efectos legales en la próxima vigencia fiscal. En este período, las Administraciones Municipales buscarán mecanismos de adecuación para sus presupuestos con el objetivo de asumir los nuevos gastos que se pudieran causar.

2. Los Concejos Municipales, de manera discrecional podrán adoptar lo atinente a los honorarios de los comuneros de sus respectivos Municipios; atendiendo las condiciones administrativas, sociales, políticas y fiscales, entre otras.

El proyecto de Ley está diseñado para ser aplicado en 71 municipios Colombianos donde existen actualmente electos 4237 comuneros. Cada  Municipio de manera individual asumirá el valor de los honorarios de sus comuneros de acuerdo al número de integrantes y sesiones estipulados en la Ley 136 de 1994. Ver anexo No.1.

ANEXOS

No. 1


	 
	MUNICIPIO
	TOTAL COMUNEROS MUNICIPIO
	CATEGORIA
	VALOR DIA

	1
	MEDELLIN
	140
	E
	87624.15

	2
	CUCUTA
	112
	E
	87624.15

	3
	CALI
	252
	E
	87624.15

	4
	BELLO
	77
	1
	74244.99

	5
	ITAGUI
	49
	1
	74244.99

	6
	MANIZALES
	126
	1
	74244.99

	7
	PEREIRA
	155
	1
	74244.99

	8
	DOS QUEBRADAS
	65
	1
	74244.99

	9
	BUCARAMANGA
	140
	1
	74244.99

	10
	BARRANCABERMEJA
	91
	1
	74244.99

	11
	IBAGUE
	175
	1
	74244.99

	12
	PALMIRA
	153
	1
	74244.99

	13
	YUMBO
	71
	1
	74244.99

	14
	VILLAVICENCIO
	105
	1
	74244.99

	15
	POPAYAN
	133
	2
	53665.9

	16
	VALLEDUPAR
	77
	2
	53665.9

	17
	MONTERIA 
	227
	2
	53665.9

	18
	SOACHA
	56
	2
	53665.9

	19
	NEIVA
	126
	2
	53665.9

	20
	PASTO
	115
	2
	53665.9

	21
	BUENAVENTURA
	91
	2
	53665.9

	22
	ARMENIA
	79
	2
	53665.9

	23
	RIONEGRO
	16
	2
	53665.9

	24
	BUGA
	63
	3
	43048.6

	25
	FLORENCIA
	70
	3
	43048.6

	26
	YOPAL
	75
	3
	43048.6

	27
	GIRARDOT
	54
	3
	43048.6

	28
	ZIPAQUIRA
	25
	3
	43048.6

	29
	FUSAGASUGA
	77
	3
	43048.6

	30
	ARAUCA
	35
	4
	36011.95

	31
	DUITAMA
	84
	4
	36011.95

	32
	APARTADO
	49
	4
	36011.95

	33
	MAICAO
	56
	4
	36011.95

	34
	PROVIDENCIA
	7
	4
	36011.95

	35
	TUMACO 
	35
	4
	36011.95

	36
	SINCELEJO
	91
	4
	36011.95

	37
	CARTAGO
	63
	5
	290034.8

	38
	LA CEJA
	5
	5
	290034.8

	39
	CIENAGA
	40
	5
	290034.8

	40
	PITALITO
	109
	5
	290034.8

	41
	SANTA ROSA DE CABAL
	50
	5
	290034.8

	42
	ESPINAL
	70
	5
	290034.8

	43
	AGUADAS
	7
	5
	290034.8

	44
	FLORIDA
	49
	6
	21913.2

	45
	TAURAMENA
	5
	6
	21913.2

	46
	TURBACO
	35
	6
	21913.2

	47
	PAIPA
	5
	6
	21913.2

	48
	CARMEN DE VIBORAL
	35
	6
	21913.2

	49
	EBEJICO
	20
	6
	21913.2

	50
	SONSON
	14
	6
	21913.2

	51
	ARJONA
	51
	6
	21913.2

	52
	MAGANGUE
	60
	6
	21913.2

	53
	FILADELFIA
	10
	6
	21913.2

	54
	MARMATO
	6
	6
	21913.2

	55
	MARQUETALIA
	5
	6
	21913.2

	56
	MANZANARES
	15
	6
	21913.2

	57
	PACORA
	5
	6
	21913.2

	58
	SALAMINA
	5
	6
	21913.2

	59
	PACHO
	9
	6
	21913.2

	60
	EL BANCO
	21
	6
	21913.2

	61
	PUERTO ASIS
	20
	6
	21913.2

	62
	PUERTO LEGUIZAMO
	5
	6
	21913.2

	63
	SAN MIGUEL
	5
	6
	21913.2

	64
	VILLAGARZON
	10
	6
	21913.2

	65
	BELEN DE UMBRIA
	14
	6
	21913.2

	66
	LA CELIA
	7
	6
	21913.2

	67
	CHAPARRAL
	63
	6
	21913.2

	68
	LIBANO
	40
	6
	21913.2

	69
	PLANADAS
	5
	6
	21913.2

	70
	SAN LUIS
	7
	6
	21913.2

	71
	VENADILLO
	15
	6
	21913.2

	
	TOTALES
	4237
	 
	


Nota: Según la Ley 617 de 2000. El máximo de sesiones ordinarias y extraordinarias para los Municipios de Categoría Especial y segunda será de 180. Para los Municipios de Categoría Tercera, Cuarta, Quinta y Sexta será de 82.

Ponemos a consideración de los Honorables Congresistas el presente proyecto de ley para su discusión y aprobación.

_________________________

GLORIA STELLA DÍAZ ORTÍZ
Representante a la Cámara

___________________________
 

ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
 

Senadora de la República
                    

_________________________

MANUEL ANTONIO VIRGÜEZ 

Senador de la República



